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CAPÍTULO 12.  
TRAGEDIAS DE HORROR CRUZADAS  

POR LA LEX MERCATORIA

Manuel Humberto Restrepo Domínguez

CONTEXTO
Colombia no escapa a la realidad de su tragedia anunciada desde hace 
quinientos años (Pedro, 1981)1, razonada por los ilustrados para re-
forzar sus fórmulas coloniales hace doscientos2 y desplegada con lo 
mejor de sus herramientas de guerra, políticas y jurídicas a lo lar-
go del siglo XX, que apenas está terminando con una paz firmada 
pero tirada por la borda por unas elites a las que poco les importa el 
país, salvo para hacer negocios y poco les preocupa la gente común, 
la ciudadanía, salvo para explotarla y mantenerla a su merced. Más de 
102 pueblos indígenas3 reconocidos por párrafos metidos en las leyes, 

1	 En referencia a pueblos y territorios en palabras castellanizadas y en particular del pue-
blo Muisca, que fueron sometidos al orden civilizatorio. (Temas de Nuestra América, s.f.).

2	  “Colombia mide un millón ciento treinta y ocho mil kilómetros cuadrados y cuarenta 
mil millones de pesos nacionales de riqueza, ante un billón trescientos mil millones de 
dólares de Estados Unidos, instituciones democráticas en progresivo perfeccionamiento 
allá, contra el colapso jurídico colombiano de 1949” (p. 62), así se repite todo el tiempo 
de colapso en colapso., “fue necesario destruir al país existente para recrearlo a la medida 
del hombre culto…. De fracaso en fracaso y por centurias de esfuerzo” (p 74). La gente ha 
padecido el mismo proceso de desintegración (p.75). (Mesa, 1970, págs. 62-75).

3	  Colombia es uno de los paises con mayor numero de pueblos indígenas de Ameri-
ca Latina, pero son de los más desconocidos del continente. La Constitución Política 
de 1991 reconoció la multiplicidad étnica del país y dio ingreso a participar en la vida 
pública y política de Colombia, permitiendo su entrada en el Congreso de la República.  
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pero negados con la estridencia de los fusiles y el implacable asedio 
de leyes opresoras. 

Colombia es más que una tierra exótica, tropical, de la que brotan 
esmeraldas, oro, coltan, sal, carbón y en la que se esconden cientos de 
miles de especies de aves, reptiles, micos y sapos, infinidad de ríos e 
inacabables aguas dulces. Es un paraíso y un infierno al tiempo, basta 
preguntar desde dónde se mira o qué territorio se pisa, se padece o 
se habita. La muerte le disputa los primeros lugares a la enriquecida 
diversidad, y los sobrepone en los podios de la venganza criminal, del 
odio, del destierro forzado, del engaño, de la barbarie, en suma. 

La paz fue pactada en 20184, entre el gobierno a nombre del Es-
tado y una insurgencia (FARC-Ep) que no estaba derrotada. Esta paz, 
ante el abandono del interés de Estado por implementarla, se presenta 
traicionada y convertida en estigma, anomalía a la que el gobierno le 
acomoda los males, que antes le aducía a dicha insurgencia. Esa paz, 
así señalada, es usada como motivo de pesquisa para criminalizar y 
judicializar (González y Moore, 2019), condenar, perseguir y abonar 
una matanza imparable de líderes sociales5, hombres y mujeres que 
luchan en sus territorios, de masacres6, asesinatos selectivos, nuevas 
desapariciones, torturas, brutalidad policial y militar, de nuevos 

“En la práctica, no hay solución contra la marginación y a favor de la inclusión social 
plena, para seguir luchando contra la distintividad de sus pueblos, el derecho a su 
propia cultura y tradición, las mejoras sociales y económicas en un marco de abuso, 
saqueo y explotación de las minorías y el derecho preferencial que permita resarcir 
a estas comunidades indígenas de todo lo perdido a lo largo de décadas y siglos”. 
(Ayuda en Colombia , s.f.).

4	  El acuerdo final para una paz estable y duradera fue resultado de conversaciones 
iniciadas en febrero de 2012 y firmado en 2016 entre el Gobierno de la República de 
Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo, 
quienes acordaron suscribir el “Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera”, cuya ejecución pondrá fin de manera 
definitiva a un conflicto armado de más de cincuenta años y que a continuación se 
consigna. El Acuerdo Final se suscribe como Acuerdo Especial en los términos del 
artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949 y se firma en siete originales 
incluidos sus anexos, uno para cada una de las partes, uno para cada uno de los paí-
ses garantes y uno para cada uno de los países acompañantes. El séptimo ejemplar 
original se depositará inmediatamente tras su firma, ante el Consejo Federal Suizo 
en Berna o ante el organismo que lo sustituya en el futuro como depositario de las 
Convenciones de Ginebra. (Centro de Memoria Histórica, s.f.).

5	  El informe del Instituto de estudios para el desarrollo y la paz (Indepaz) “desde 
la firma del Acuerdo con las Farc, entre 2016 y lo corrido del 2020, han asesinado a 
840 líderes y 131 líderesas defensores de derechos humanos. (Instituto de Estudios 
para el Desarrollo y la Paz, 2020).

6	  En Colombia hubo 72 masacres con 292 asesinados en 2020 (Deutsche Welle, 
s.f.). En Colombia hubo 91 masacres con 381 asesinados con corte a diciembre 31 
(Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz, 2020). 
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jóvenes inocentes víctimas del sello de la seguridad democrática, co-
nocido como la política de falsos positivos (no escrita ni expuesta con 
objetivos y formalidades, pero fáctica) que consistió en matar jóvenes 
a sangre fría, previamente engañados, reclutados y trasladados a zo-
nas de operaciones, para aumentar cifras de una guerra presentada 
falsamente como victoriosa, conducida por psicópatas al servicio del 
Estado alimentados con grandes presupuestos y medallas al mérito, 
mientras a los soldados asesinos se les retribuía con comida, pollos 
asados de festín y fines de semana libres. 

Los pactos de silencio hoy luchan por impedir la verdad, la justicia. 
El país está carcomido desde adentro de las instituciones y la sociedad 
afectada, y todos los días hace metástasis, no es fácil descubrir las líneas 
divisorias entre la independencia de los poderes públicos, o del interés 
privado respecto del gobierno, que cada vez concentra más su poder y sus 
alianzas, en todo caso siempre en aparente disponibilidad para combinar 
todas las formas de lucha contra oponentes y adversarios, a cambio de 
sostener ese poder, el control del Estado como botín principal. 

En este breve texto de ensayo buscaré el acercamiento a cuatro tra-
gedias, que al final son parte de una misma estrategia, de una misma po-
lítica de horror y muerte, de la que siempre, a pesar de toda adversidad, 
ofrece caminos para salir adelante y para eso se escribe, para describir lo 
que ocurre, en busca de que todos lo sepan, para que el silencio se rompa 
y un día no lejano Colombia sea paraíso y deje de ser el infierno al que se 
oculta eufemísticamente en la percepción de que es el país más feliz del 
mundo, aunque su día a día se viva saltando sobre sus propios muertos 
y evitando caer junto a ellos, retornando a la misma tragedia mil veces 
repetida, agenciada por el capital, por su lex mercatoria, que desde la dé-
cada del noventa del S.XX se tiene tomada y a merced la democracia, la 
poquita democracia que antes parecía haber existido. 

PRIMERA TRAGEDIA: GENOCIDIOS EN MARCHA, DE INMEDIATO  
A CORTES IMPARCIALES
Hay razones, hechos documentados y pruebas judiciales suficientes para 
demostrar ante las cortes internacionales y ante todos los tribunales im-
parciales del mundo, como el tribunal permanente de los pueblos y tan-
tos otros, que en Colombia hay genocidio, existe una política oculta de 
aniquilación y exterminio planeado hacia uno o más grupos sociales por 
diversos motivos, racial y social contra pueblos indígenas o político contra 
el partido político FARC, como ya ocurrió antes con la UP7.

7	  “La parte peticionaria alegó que el Estado colombiano es responsable por lo 
que denominó como un genocidio por razones políticas, en el cual ocurrieron, en-
tre otras violaciones de derechos humanos, ejecuciones extrajudiciales, masacres,  
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A comienzos de 2021, sorprendió la revelación sobre la conduc-
ta del presidente Virgilio Barco asintiendo el exterminio de la Unión 
Patriótica (UP) (Donadío, Losdanieles.com, 2020) (Donadío, Semana.
com, 2021), sumada a la permanente intervención de asesores mili-
tares secretos procedentes de Israel, Reino Unido, Estados Unidos, 
las recurrentes reuniones con directores de la CIA, la formación de 
más de 17.000 militares colombianos en el comando sur en Panamá, 
especializado en operaciones de horror8 y sostén de las más crueles 
dictaduras y la interiorización del odio contra los “enemigos de la de-
mocracia”, definidos por las elites, dejan poco espacio para la duda.

Es en los llamados territorios donde la muerte acecha de manera 
sistemática a sus pobladores y es el partido en el poder, en desborde de 
su enorme capacidad de riqueza y poder, el principal obstáculo para re-
mover barreras que lleven a incorporar a estos territorios en la agenda 
pública, salvaguardando la perspectiva y concepción propia en su for-
ma de vida, sin invalidar el sentido de la vida, la solidaridad y la justicia 
producidas allí con otras lógicas y autonomías legalmente establecidas. 
La memoria de esos territorios guarda la historia, causas, consecuen-
cias y responsables de la mayor parte de los más de once millones de 
hechos victimizantes del conflicto armado9, sus acciones bélicas, minas 
antipersonales (en más de 673 municipios), huellas de los bombardeos 
desde helicópteros y naves de combate y de los incontables e impara-
bles éxodos de desplazados, cuyo horror desborda cualquier pretensión 
por desviar las causas, y negar la sistematicidad, alegando desde los 

desapariciones forzadas, amenazas, hostigamientos, desplazamientos forzados, tor-
turas y criminalizaciones infundadas en perjuicio de más de 6000 personas pertene-
cientes y militantes de la Unión Patriótica. La parte peticionaria alegó la responsa-
bilidad del Estado colombiano por acción y por omisión. Asimismo, señaló que las 
víctimas y sus familiares no han obtenido verdad, justicia ni reparación. La parte 
peticionaria alegó que estos hechos impidieron que las personas pertenecientes y 
militantes de la Unión Patriótica pudieran ejercer, entre otros, sus derechos políticos. 
En septiembre de 2017 el Estado colombiano reconoció su responsabilidad interna-
cional por el incumplimiento del deber de protección a las personas pertenecientes 
y militantes de la Unión Patriótica. Sin embargo, expresó que dicho reconocimiento 
es de carácter general” Con base en las determinaciones de hecho y de derecho, la 
Comisión Interamericana concluyó que el Estado colombiano es responsable por la 
violación de los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la 
integridad personal, a la libertad personal, a las garantías judiciales y otros derechos 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, CIDH, 2017).

8	  La Operación Cóndor se configuro como la estrategia más amplia y sólida de 
los servicios secretos de inteligencia en el cono sur y soporte de las dictaduras. (El 
Equipo Nizkor, s.f.) . 

9	  11.474.217, es el numero aceptado de hechos victimizantes, se destacan los he-
chos y personas referidos a desplazamiento forzado como situación central (Unidad 
para las Víctimas, s.f.). 
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cargos del estado, que son hechos aislados, disputas entre particula-
res, que impunemente cierran entregándole algún chivo expiatorio a la 
prensa nacional, que hace un repetido espectáculo de morbo. 

Lo común en estos territorios es la persistencia de una cosmovi-
sión que guarda el equilibrio naturaleza-cultura y promueve la protec-
ción del patrimonio común de la nación, representado en importantes 
recursos mineros, agrícolas o de importancia estratégica, que son el 
botín de elites, empresarios y trasnacionales, y por esta razón el moti-
vo central que coloca las agendas de la economía y las salvajes reglas 
del mercado por encima del respeto por la vida. Allí, las llamadas ru-
tas del narcotráfico son apenas un factor de muerte, de igual manera 
relacionadas con economías ilegales, que luego son legalizadas en el 
juego de mercados y las fortunas, en las que nada resulta ilegal. El 
narcotráfico y las batallas por el llamado control de rutas hacen parte 
de la diáspora del capital y de la muerte, pero no abarcan la totalidad 
de lo que ocurre, ni se puede explicar tan compleja realidad solo desde 
allí, como se volvió costumbre en los informes y justificaciones, que de 
esa manera niegan la oportunidad de avanzar hacia la verdad oculta 
del interés de elites y poderosos por crear caos, confusión y miedo 
para gobernar con mayor estabilidad. 

En la determinación de la sistematicidad se define la existencia del 
genocidio, que en términos descriptivos y legales, evidencia que allí, 
aparte de la eliminación física de los integrantes de un grupo concreto, 
hay un propósito para destruir los cimientos y soportes de su existencia 
política, sus vínculos, cultura y concepción del mundo y aparte de la 
vergonzosa cantidad de hechos víctimizantes y del número de asesina-
dos, lo fundamental es que hay una intencionalidad con el propósito de 
destruir de manera planeada en tiempos de guerra o de paz. Lo central 
es el control de los territorios, sus riquezas, sus poblaciones debilitadas 
por el hambre, el abandono y la miseria en el quinto país más desigual 
del mundo. En esos territorios, los rasgos del genocidio confluyen en la 
matanza planificada, extendida en el tiempo por las mismas causas y 
por los mismos responsables y herederos (de la clase política, de para-
militares, de empresarios, de militares); las graves afectaciones físicas y 
mentales a su población, ejercidas mediante persecución, acoso, ame-
naza, asesinato, desplazamiento, crueldad y barbarie; el sometimiento 
a condiciones que degradan su plan de vida, mediante militarizaciones, 
señalamientos, tortura, agresiones sexuales, confinamiento.

La sistematicidad ha tenido por objeto negar el derecho de existir 
de dichos pueblos, destruir su vida con existencia política, negar sus 
derechos y libertades, impedir su autonomía, su justicia, su proyec-
to político. Esta tipificación demuestra que hay afectación de la dig-
nidad humana y, por tanto, que el país está ante una sistematicidad 
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programada, pensada en un centro de mando, lo cual constituye un 
crimen de lesa humanidad, del que es directamente responsable el 
Estado y el gobierno. Por tratarse un crimen internacional (CPI) (Len-
kim, s.f.) (europapress.es, 2020) es al Estado a quien le corresponde 
evitarlo y sancionarlo, lo que por sus indicadores no ocurre y del que 
tendría que empezar por reconocer y aplicar la constitución del 91 y 
con debida diligencia adoptar las figuras jurídicas de autonomía de 
los territorios en los que se produce el genocidio. La constitución del 
91 reconoció autonomías del resguardo para pueblos indígenas, con-
sejos comunitarios para comunidades afro y zonas de reserva para los 
campesinos, y de manera más reciente creó los espacios territoriales 
(ETCR) para quienes firmaron el acuerdo de paz y cuya matanza a 
sangre fría supera las 250 víctimas.

Aplicar la constitución exige comprender que para los pueblos in-
dígenas el territorio es el centro del espacio de vida y desarrollo cultural 
(CRIC), para los pueblos afro la base para construir autonomía y auto-
determinación y el espacio para crear y recrear su identidad cultural, 
para los campesinos el lugar para organizar su plan de vida digna y 
para los excombatientes el escenario de tránsito de su plan de vida de la 
guerra a la paz. En síntesis, el territorio no es una medida de tierra, ni 
una fábrica de riqueza privada libre para el despojo y comercialización. 
Sin embargo, el gobierno al vaciarlo de contenido político, lo expone 
al control de la lex mercatoria y sus prácticas de terror que invalidan el 
sentido de la vida, la memoria, la biodiversidad y la cultura.

Un ejemplo de esta sistematicidad genocida en este siglo XXI se 
corresponde con el anuncio de Amnistía Internacional de que 32 pue-
blos indígenas tenían su supervivencia gravemente amenazada y des-
tacó que entre 2002 y 2009 (años de la Seguridad Democrática del par-
tido en el poder), más de 1.400 hombres, mujeres y menores indígenas 
fueron asesinados, 90 secuestrados, 195 desaparecidos forzosos, 4.700 
amenazas colectivas, decenas de violaciones sexuales, reclutamiento 
de menores y miles de familias forzadas a huir. Nada de esa memoria 
indica hechos aislados, el genocidio continúa10.

La más reciente sistematicidad, o reinicio de la formula genoci-
da, empieza su nuevo capítulo con el “No a la paz”, del partido en el 

10	  En Colombia hay 39 pueblos nativos, de los 102 que existen, que están hoy en 
peligro de extinguirse física y culturalmente por factores que van desde el conflicto 
armado hasta la falta de acceso a la educación. Por su parte, la Corte reconoció a 
34 pueblos  indígenas en riesgo de extinción (El Espectador, s.f). “Entre los graves 
problemas de derechos humanos que persisten en Colombia se incluyen la impuni-
dad por abusos del pasado, obstáculos a la restitución de tierras para las personas 
desplazadas, limitaciones a los derechos reproductivos y condiciones de pobreza ex-
trema y aislamiento que sufren las comunidades indígenas” (La Opinión, s.f).
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poder, que nadie sensato nunca calculó, y que tiene expresión contra 
los excombatientes que firmaron el acuerdo de paz y mantienen sus 
vínculos con una misma política y proyecto ideológico, lo que ha va-
lido para seguir entendiéndolos como enemigos, ellos y los mecanis-
mos de justicia creados para la transición, lo que genera el despliegue 
de odio despertado por quienes no lograron consolidar sobre ellos 
una derrota militar y no conciben la participación en democracia de 
su antiguo enemigo, ni lo aceptan como adversario. El genocidio que 
apenas se avizora es contra el partido político FARC, que aparte de 
los asesinatos consumados, de conjunto se extiende al asedio contra 
todo el grupo que padece amenaza y sometimiento a condiciones de 
estigmatización social, incertidumbre jurídica y acoso, orientados a 
afectar su dignidad y a provocar lesiones mentales y destrucción física 
total o parcial.

Ante la sistematicidad genocida, la solidaridad y respaldo inter-
nacional son necesarios, mientras el paso inmediato de los pueblos 
indígenas y del partido FARC tendrá que ser el de acudir, a través de 
sus congresistas, al sistema internacional (CIDH y la CPI) invocando 
la intervención de una justicia efectiva e imparcial, en tanto el Estado 
es un actor corresponsable del genocidio y éticamente en democracia 
estaría impedido para el ser juez de sí mismo y de su anterior enemi-
go con el que se pactó la paz que no quiere reconocer, y para lo que 
adicionalmente ha mostrado con sus políticas que prefiere gobernar 
con una doctrina para la guerra de maniobras, de la que se sirve al 
exterminio y la impunidad soportada en la dilación y trampa a los có-
digos judiciales y atrincherada en las mayorías legislativas y en altas 
posiciones en el Estado.

 
SEGUNDA TRAGEDIA: IMPUNIDAD EN LOS TERRITORIOS, 
JUSTICIA PENAL IMPUESTA POR DETERMINADORES
En Colombia, desde la firma del pacto de paz, la idea de territorio ha 
cobrado una fuerza hasta ahora desconocida, programas, planes, pre-
supuestos, iniciativas hablan de territorios. Todo parece conjugarse 
en el vocablo territorios, que en esencia son reconocibles por estar 
aislados de los centros urbanos, sin redes, ni carreteras, ni medios 
suficientes para suplir necesidades básicas, pero con amplias redes de 
informantes y de presencia de retenes y movilización de tropas, con 
movilidad del tipo de ocupación, que generan intranquilidad, descon-
fianza y temor sobre posibles castigos colectivos. Ocurre que allí se 
disputa la historia, la verdad y desde hace tiempo el Estado ha dado 
muestras de haberles perdido el respeto por la vida y derechos de sus 
pobladores que miran y reciben órdenes con recelo, impotencia y hu-
mildad lo que ocurre. 



Manuel Humberto Restrepo Domínguez

254

  Los despachos de justicia son precarios, débiles, los jueces son 
observados y relegados a cumplir como funcionarios sin mayor ca-
pacidad, expuestos también a ser castigados. Derechos como el de la 
memoria, la tranquilidad, la libre movilización, intimidad, asociación, 
expresión, reunión, son vistos con sospecha y reprimidos por el Esta-
do, cuya única presencia directa la hace con las tropas y de ser nece-
sario legaliza su accionar con los aparatos judiciales a su servicio. Allí 
la tragedia de cuerpos destruidos, vínculos sociales rotos o esperanzas 
desgastadas se padece a diario. Sus nativos habitantes persisten, en 
contra de las acciones del estado, en mantener cosmovisiones propias 
y asegurar la conexión entre naturaleza y cultura, acosada por el capi-
tal que quiere volverlo todo riqueza personal, con irreparables daños 
y víctimas, la única ley la impone el capital, el poderoso que tiene 
acumulada la fortuna y representa el interés y espíritu de todos los 
poderosos locales y globales en él. En los territorios, la justicia penal 
no pasa por tribunales independientes, sino por la autoridad de los 
determinadores del crimen11, que acostumbraron a la gente a tener 
presente la muerte todo el tiempo y a enterrar a sus muertos de la 
violencia sin alboroto, en silencio, sin permitirles creer que hay un ge-
nocidio imparable, del que nadie esta exento, aunque trate de escapar 
acudiendo con total desigualdad de tratamiento jurídico, a tribunales, 
sin protección estatal aun siendo jurídicamente débiles. Saben que 
para ellos la ley es negada y que los pactos y acuerdos suscritos miles 
de veces12 seguirán siendo traicionados, hojas firmadas para dilatar, 
cansar, desesperanzar las nuevas luchas. 

11	  Actualmente, las denominadas bandas criminales se han extendido por buena 
parte del territorio nacional. Hoy tienen presencia en regiones donde se llevan a cabo 
importantes proyectos extractivos (minería, hidrocarburos); territorios de frontera, 
donde los controles estatales son débiles y porosos; y en zonas con fuerte presencia 
de cultivos ilícitos y laboratorios para la producción de alcaloides. Lo anterior les ha 
permitido acaparar cuantiosas rentas criminales, fortalecer sus aparatos militares 
y, en algunos casos, convertirse en “amos y señores de la tierra”: imponer reglas de 
comportamiento; impartir justicia y prestar servicios de seguridad, tal como lo hicie-
ran en su momento los grupos paramilitares (Verdad Abierta, 2015).

12	  “Acuerdos de inclusión laboral, atención en salud y oportunidades de educa-
ción con enfoque diferencial, entre otros, hacen parte de los 783 Acuerdos entre 
las comunidades étnicas que viven en Bogotá y el Distrito, en el marco de la puesta 
en marcha del artículo 66 del Plan de Desarrollo Distrital 2020 – 2024” (Secretaría 
Distrital de Gobierno, Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., s.f.). (Restrepo, 1977) Argu-
menta que “la noción actual de etnicidad y la frecuente discusión sobre superviven-
cias culto- rales africanas entre afrocolombianos son relativamente nuevas, y que 
estuvieron influidas por ideas asociadas con “sociedades primitivas” características 
de la investigación antropológica y utilizadas en Colombia para formular apro-
ximaciones a los negros. Esta situaciòn ha llevado a dar poca importancia a los 
multiples acuerdos firmados.
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Como en ningún otro lugar del mundo, en los territorios de Co-
lombia, de manera sistemática, ocurren masacres, convertidas en es-
pectáculo, en asunto mediático, en broma de mal gusto editada por 
el gobierno y los funcionarios que tergiversan las palabras y hacen 
trizas los sentidos, como lo hicieron con la letra del acuerdo de paz. 
El cambio del sentido beneficia a los criminales que alientan el des-
precio por las víctimas indefensas, revictimizadas en los territorios. 
Las vivencias, costumbres, derechos y culturas propias tejidas con so-
lidaridad y luchas de vida y dignidad, para los poderosos no existen, 
no tienen valor alguno, el Estado da muestras de indiferencia hacia el 
efectivo esclarecimiento de los repetidos hechos de violación masiva 
de derechos y ejecución de crímenes de lesa humanidad y el juicio y 
sanción a los responsables y la consecuente y justa reparación colec-
tiva e individual. 

Los territorios son parte del imaginario de algo lejano, aislado, 
Choco, Urabá, Sur del país, lugares que cuentan electoralmente para 
las elites, pero no para atender sus demandas. Es por lo menos pen-
sable que para las elites ellos son solo riquezas a explotar y sus geo-
grafías depósitos de víctimas, en los que agentes del Estado, civiles y 
armados, completan el desprecio, como siguiendo el proyecto de “re-
fundación de la patria”13, originado por el partido en el poder. La ley 
de víctimas (1448 de 2011), los pactos de derechos, las declaraciones, 
la constitución, la ética, los llamados de organismos internacionales, 
son esquivados, el Estado centra su actuar en unas fuerzas armadas 
que creen ciegamente que ellas son la ley, y que donde estén pueden 
aplicar a su arbitrio una justicia militar propia, por eso ejecutan extra-
judicialmente, hacen alianzas, causan daño, se ponen por fuera de la 
ley cuando son partícipes de violentar derechos colectivos y cometer 
violación grave y manifiesta de los derechos individuales de los miem-
bros de los colectivos, lo que sumado al desinterés institucional forta-
lece la continuidad de la barbarie y favorece la sistemática impunidad. 

Los hombres y mujeres comunes y corrientes de los territorios, 
habitantes ancestrales, indígenas originarios, afro y campesinos, no 
son reconocidos como sujetos políticos, son tratados como usurpado-
res, calificados de ignorantes o bandidos. Las imágenes son siempre 
parecidas: la gente toma una finca para liberar la tierra o corta una 
carretera, el presidente o un ministro sale a los medios para señalar a 

13	  El 23 de julio de 2001, 32 congresistas, excongresistas, alcaldes y particulares 
firmaron un acuerdo con los paramilitares para refundar la patria: el pacto de ralito. 
Gracias a ese pacto y alianza ilegal con Mancuso y Don Bederna, entre otros, la vo-
tación por tales políticos se multiplicó. A cambio buscaban en lo inmediato recursos 
de las alcaldias, aprobacion de una ley para desmovilizarse y la construcción de un 
país organizado por ellos, en alianza (El Espectador, 2020).  
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las víctimas, ocultando a los victimarios, sin la prudencia del estadista, 
empieza el discurso indicando que detrás de las gentes que luchan están 
las guerrillas, los narcotraficantes o los bandidos, acto seguido la fuerza 
militar o policial de choque actúa, después sobrevuelan helicópteros, 
lanzan bombas y panfletos y algún delegado judicial anuncia imputar a 
presuntos agitadores, al final, alguna entrevista indicará que investiga-
rán exhaustivamente los hechos, porque siempre quedan muertos que 
son habitantes de esos territorios. Es la historia que se repite con lógi-
cas de discriminación que no cambian, aunque cambien los tiempos. 
Son víctimas fáciles de la espiral de violencia que el Estado niega, como 
queriendo proteger a los responsables políticos, a los determinadores 
del crimen, que fijan el peso de la ley, y salen impunes bajo la premisa 
repetida de que todo ocurre como efecto de vendettas entre bandas de 
narcotraficantes o bandidos que disputan rutas del negocio de la cocaí-
na y caso cerrado, no se diga más, cambio de tema. 

La vida en el territorio se puede derrumbar en instantes, cada mi-
nuto es incierto. Las víctimas ganaron con el 90% la votación en favor 
de la paz y contra la guerra, y en favor de implementar los acuerdos 
de paz14, pero ese voto parece maldito, -a cambio de traerles garan-
tías y recursos efectivos de reparación y no repetición, consagradas 
en la mayoría de instrumentos de derechos universales y regionales 
de derechos humanos y reconocidas como principio del derecho in-
ternacional-, les trajo más olvido y abandono. Ese voto por la paz fue 
su boleto de entrada a la revictimización revitalizada con una sevicia 
mayor a la ya padecida, alentada por los ganadores del No, que obtu-
vieron el control del Estado y como partido de gobierno prefirieron 
la guerra, hicieron caso omiso de las reglas y normas imperativas de 
cumplimiento. Tal retraso, omisión o indiferencia trajeron de vuelta la 
violencia despiadada, que utiliza la tortura, la desaparición forzada, la 
violación, la desmembración y los tratos inhumanos y degradantes y 
empuja a los más pobres a seguir la ruta de ser las víctimas o conver-
tirse en victimarios. Así es la barbarie provocada que el Estado des-
precia con beneficio de seguir sosteniendo territorios de impunidad. 

TERCERA TRAGEDIA: LA TORTURA CONVERTIDA EN POLÍTICA,  
LA LEY LA TIENE EL ARMADO
“¿Por qué a muchos les parece natural el castigo con crueldad y se-
vicia por mano propia para aplacar o prevenir supuestos riesgos?”. 
Porque a pesar de la creciente avanzada en la positivización de dere-
chos y reconocimiento global de que ningún cuerpo puede ser tocado, 

14	  “Quienes màs muertos pusieron en la guerra, apoyaron más el acuerdo” (Semana, 
2016). 
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humillado o vejado por otro, ni por autoridad alguna, la tortura ha 
vuelto a ocupar espacios públicos y privados. Las imágenes a relatar 
parecen simples pesadillas, pero ocurren a diario, a la vista, sin com-
pasión, se ve en calles, cárceles, centros policiales, son patologías de 
violencia que van regresando como ha regresado la era viral, fascis-
mos, nazismos, mentes retrasadas ejerciendo poderes en nombre del 
estado. La imagen muestra a un joven que yace de rodillas, sus manos 
están atadas con esposas, su rostro ensangrentado y sobre su cabeza 
de manera repetida alguien desliza un encendedor, prendiendo fuego 
a su corto cabello. La escena se cierra con una patada en la frente. El 
joven está bajo custodia de dos policías, reducido e indefenso. 

Allí no hay un exceso de fuerza, hay tortura. La tipología no res-
ponde a una simple falta disciplinaria, ni al tipo penal de menor gra-
vedad en el grado de lesiones personales. La tortura es un delito de 
lesa humanidad15, que afecta el ius cogens en el que confluye todo lo 
no permitido dentro del sistema de derechos humanos y que, según 
lo acordado por la humanidad, no puede ser transgredido ni en tiem-
pos de paz o guerra por nadie. Definida también como tortura está la 
violación sexual (Ríos y Brocate, 2017), de la que se conoció casi al 
tiempo de la primera imagen el caso de una niña indígena del pueblo 
embera chamí, que fue raptada, apartada de su comunidad, llevada 
al límite de su territorio y violada una y otra vez por siete soldados 
del batallón San Mateo de Pereira. Una tercera imagen es la de otra 
joven indefensa violada por ocho infantes de marina, en cercanías al 
batallón fluvial 30 de Puerto Leguizamo (France 24, s.f.). Cuando las 
noticias se filtraron, el escándalo dio lugar a conocer sobre otra niña 
indígena, esta vez nukak makuk, que fue secuestrada, ocultada y vio-
lada durante seis días por al menos dos uniformados del batallón Joa-
quín Paris del Guaviare en 2019. El panorama es grave: el comandante 
del Ejército indicó que 118 militares están vinculados con este delito 
durante los últimos cuatro años. De hecho, el cuadro de la lesa huma-
nidad recuerda que las fuerzas militares, en el marco del conflicto ar-
mado, tendrían responsabilidad directa o en connivencia en no menos 
de uno de cada cuatro delitos sexuales cometidos.

Aunque la tortura es recurrente (inclusive al interior de la misma 
fuerza pública), no se investiga como tal y parece “natural” el casti-
go con crueldad y sevicia por mano propia para aplacar o prevenir 

15	  En el art. 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional se prescribe: “Crímenes 
de lesa humanidad: 1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen 
de lesa humanidad”cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte 
de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conoci-
miento de dicho ataque: f) Tortura; (…) (El Equipo Nizkor, s.f.).
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supuestos riesgos. En 2009, el Estado informó ante la Corte Interame-
ricana que investigaba 630 de delitos de tortura (Red Internacional de 
Derechos Humanos, 2015) sin que se conozcan avances en condenas 
efectivas por tratos crueles y degradantes. Igual suerte de impunidad 
corren los otros delitos de lesa humanidad, como la desaparición for-
zada de personas y el genocidio de líderes, lideresas y defensores de 
derechos en territorios indígenas y afro, altamente militarizados, que 
en el último mes dejan más de una decena de crímenes y en lo corrido 
de 2020, más de una centena.

Nada de este panorama de imágenes corresponde a tipologías de 
delincuencia personalizada y espontánea. La tortura es planeada, es ra-
cional, se aprenden sus técnicas y existe concierto para delinquir en 
cada hecho criminal, que corresponde en estricto a un crimen de dere-
cho internacional, en la categoría de lesa humanidad, que representa 
una ofensa a la humanidad, ataca la dignidad humana. La tortura como 
acto abominable se comete para infligir intencionadamente a una per-
sona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con un 
fin específico según Amnistía Internacional, con el fin de dañar, destruir 
a la víctima y enviar un mensaje de terror a un grupo, comunidad, o cír-
culo social por razones basadas en discriminación y odio. El agravante 
principal es que ha sido cometido por agentes del Estado o a instigación 
suya cuando estigmatiza, abandona, rechaza, desprecia o con su con-
sentimiento o aquiescencia. Además, son hechos que obstaculizan los 
procesos y avances en la construcción de verdad y justicia.

La focalización de los hechos de tortura parece claramente definida 
sobre personas y pueblos excluidos, marginados, discriminados étnica, 
racial o socialmente, en especial pueblos indígenas y comunidades afro-
descendientes, sobre lo cual Naciones Unidas ha reiterado recomenda-
ciones que usualmente el gobierno descalifica y somete a debates de opi-
nión que terminan ideologizados (ONU, 2009). En enero de 2009, ante 
la preocupación por este tipo de hechos, la Corte Constitucional señaló 
la “indiferencia de las autoridades públicas encargadas de proteger a los 
grupos indígenas, cuyo exterminio cultural y/o físico amenaza a no menos 
de treinta etnias” (Dejusticia, s.f.) (ibíd.). El desinterés y lentitud del go-
bierno se convierte en un refuerzo a la impunidad, al despejar el camino 
de los victimarios, que se sienten libres para actuar sin temor, sin miedo, 
aprendieron a odiar y se vuelven un medio para discriminar, maltratar, 
humillar; su fuerza bruta y voluntad de poder les permite creer que están 
seguros de no ser descubiertos, investigados, ni juzgados; su imaginario 
los pone en el lugar del verdugo que era un funcionario público (del Min-
Justicia) cuya misión era ejecutar al condenado, que aquí es el pobre, la 
mujer o el miembro de un grupo sometido a discriminación y rechazo. 
Creen que la política es repetir esas conductas.
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CUARTA TRAGEDIA. EL HORROR PERMITIDO DE LA DOCTRINA 
MILITAR QUE SE NIEGA A CAMBIAR
El país sigue siendo tratado como un campo de combate, en el que 
la reglas las ponen los jugadores en la cancha, quienes siguen una 
determinada doctrina militar y la que está en curso tiene la mezcla de 
la vieja doctrina de la seguridad nacional y combate al comunismo y 
referentes de la lucha contra el terrorismo, regida por la ley patriótica 
de 200116, que amplía la idea de lo que se debe combatir y lleva a que 
cualquiera pueda ser el enemigo, denominado “enemigo difuso”, es 
decir enemigo terrorista por el que nadie puede abogar, reclamar, o 
pedir justicia o debido proceso. De esta idea emanaron los tenebro-
sos centros de crueldad de Abu Ghraib y Guantánamo. De esa mez-
cla quedan las lógicas de hace dos décadas, en las que era común y 
bienvenido el amanecer con grupos de soldados (pelotones de veinte 
o más), que con actitud de atletas recorrían las calles entonando estro-
fas como: ¿quiénes somos? (soldados), ¿qué buscamos? (derrotar al 
comunismo), ¿por qué luchamos? (por la patria y el honor). También 
era frecuente escuchar “somos los soldados de la patria que salimos a 
cazar como a una rata al enemigo”, y de ahora las invasiones de solda-
dos que, como marcianos altamente equipados, arrasan con todo a su 
paso, guiados por aviones silenciosos y pesadas bombas que arrojan 
sin misericordia sobre sus objetivos que al final, si hay fatales equivo-
caciones, serán presentadas como simples daños colaterales. 

Para entonces, al final del siglo XX, muchas familias empobre-
cidas amenazaban a sus hijos varones, sin empleo, ni oportunidades 
de educación, con regalarlos al ejército para que los enderezaran, les 
quitaran la vagancia y les enseñaran a ser hombres, porque además 
ir a la guerra ofrecía privilegios por sacrificios, sufrir o matar daba 
premios. También era fácil enterarse de que en los batallones se cas-
tigaba cruelmente por señalamientos de cobardes, llorones, niñitas o 
miedosos a los más débiles y que se pisoteaba “la feminidad” que no 
merecía mejor trato que la violación y solo de vez en cuando, después 
de muchas muertes, se escuchaba de alguno que después de la cruel-
dad silenciada se había “suicidado” por un altercado con su superior.

En fin, sembrar odio, rabia y dolor sigue siendo parte de la doc-
trina establecida que guía a unas fuerzas militares que estuvieron en 
guerra contra una insurgencia que se anunciaba fuerte y decidida a 
todo para tomarse el poder y, cuando desaparecieron (las farc-ep), es-
tas siguieron intactas, pasaron la página sin modificarse en su esencia. 
Antes de pactar la paz, la sociedad parecía fracasada como proyecto 
colectivo y era obligación del gobierno dedicar todos sus esfuerzos 

16	  Ley patriótica de los Estados Unidos (Interamerican-usa.com, s.f.).
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a pactar la paz, pero eligió seguir hasta ganar la guerra, que según 
las cifras lideraba, pero que en la realidad perdía, y trataba justificar 
usando estrategias crueles, como la de las ejecuciones extrajudiciales, 
asesinando inocentes, mintiéndole a la población como táctica.  

Una vez pactada la paz, el enemigo objetivo, real, desapareció por 
acuerdo de entrega de armas y dejación de su aparato de guerra, y 
quedó el compromiso de que de adentro y desde las comunidades víc-
timas saldría la noción de futuro y que de la justicia de transición y la 
verdad irían al tiempo con la participación en política de los antiguos 
combatientes como base de la Colombia en paz. Todo iba bien, como 
había ocurrido en otra decena de países en los que una vez firmada la 
paz lo primero que cambió fue la doctrina militar.

En Irlanda, por ejemplo, el cargo de mayor rango de la policía 
(encargado de la vigilancia de la inteligencia) llegó a ocuparlo una 
mujer de la antigua fuerza rebelde, se redujo a la mitad el aparato 
policial, el 30% de su fuerza se compuso con mujeres e ingresaron a 
filas los católicos que nunca habían podido hacerlo. Allí, la doctrina 
pactada creó las bases de nuevas subjetividades a partir del sentido de 
la vida y de nuevos relatos, ya no de odio y venganza, sino de respeto, 
armonía y reconciliación.

Sin embargo, la doctrina militar en Colombia no ha cambiado, 
aunque retóricamente se escriba que se transforma. Por ejemplo, los 
pocos militares de alto rango presos son tratados por su rango por 
soldados, custodios y funcionarios; el expresidente jefe del partido en 
el poder, es tratado con honores de estadista; y se sigue exaltando, 
condecorando, felicitando, ascendiendo y sosteniendo en cargos a al-
tos mandos cuestionados inclusive por crímenes de lesa humanidad. 
Ese modelo lo siguen soldados y policías que maltratan y tratan con 
crueldad a los mismos suyos acusados de debilidad, falta de hombría 
o de tránsfugas y accionan sus técnicas de horror sobre la población. 
Eso es del pasado y del presente, como lo son las violaciones a niñas 
indefensas, las torturas, la extorsión, el robo de bienes del Estado, el 
porte ilegal de armas propias y otros delitos graves que la doctrina 
protege y encubre, y que el gobierno minimiza y desvía como si no 
entendiera que es delito irrespetar a las víctimas, romper la imparcia-
lidad y ponerse del lado de los victimarios. 

Es de simple perogrullo, pero el gobierno hace caso omiso al evi-
tar entender que la paz es mejor que la guerra y que quienes la han 
hecho prevalecer a futuro no podrán siquiera esperar un bronce o 
un busto que los inmortalice. Es presumible una degradación ética 
y moral en las fuerzas militares, producto de una doctrina de guerra, 
contraria a la paz que quiere la gente, conocedora de las lecciones del 
pasado que no quiere repetir y cuya corrección depende de cambios 



261

Capítulo 12. Tragedias de horror cruzadas por la lex mercatoria

institucionales que impidan seguir la ruta del país dividido, ni perpe-
tuar el imaginario de que los uniformados son la ley, ni de que quien 
porta el uniforme y el arma encarna la ley. 

La doctrina militar y policial sigue aplicando las lógicas del ene-
migo interno al que la ley debe perseguir y aniquilar. La idea de que 
la ley la encarna el más fuerte reproduce el horror con la premisa de 
que donde haya enemigos quien tiene las armas es la ley. En síntesis, 
la doctrina militar y policial sigue igual, salvo en la letra de pactos, 
convenios y actas y muy a pesar de los compromisos del acuerdo de 
paz que el partido en el poder detuvo en la práctica, al obviar la ejecu-
ción de la doctrina Damasco (Rojas, 2017), creada con la perspectiva 
de implementar la paz y orientada a reformar al ejército del siglo XXI 
“inspirada en la conversión en la ciudad de Damasco, de Saulo de Tar-
so, ciudadano romano perseguidor de cristianos, en el apóstol Pablo, 
un doctrinante y defensor de la fe, quien escribió́ en buena medida 
el Nuevo Testamento, treinta años después de la muerte de Cristo, 
creyendo que se había encontrado con Jesús resucitado… quien lo 
cuestionaba por su actuar equivocado en contra del pueblo cristiano”.

El cambio había empezado y el ADN democrático que se pensaba 
sería posible en la fuerza militar lo truncó la vieja mentalidad que acu-
dió a las ejecuciones extrajudiciales, espionaje a opositores y la con-
fianza inversionista en beneficio de despojadores de élite. La idea de 
que la fuerza no le pertenece al soberano ni que las élites en el poder 
están por encima de la ley y que las fuerzas armadas la encarnan y que 
la ciudadanía (media y popular) está por debajo está vigente, y mien-
tras persista sus técnicas seguirán llevando al horror, en el que poco 
importan límites, y basta con el consenso de minorías en el poder 
ejemplarizante y despectivo, que destacan a ministros, empresarios y 
militares, justificando con sus silencios y desviación de la mirada de 
los hechos ilícitos de militares y policiales activos o en connivencia 
con paramilitares que señalan, condenan, criminalizan y apuntan sus 
armas a derrotar la protesta como legítimo derecho, a exterminar a 
sus líderes y a impedir la memoria, la verdad en beneficio otra vez de 
la lex mercatoria, de grupos de interés y amplia capacidad para hacer 
que la riqueza supere a la vida.

TRAGEDIA CONCLUYENTE: VIOLACIÓN IMPARABLE A DERECHOS 
HUMANOS, EL MERCADO ES LEY
La situación de los derechos humanos no ha cambiado, la ACNUDH 
ya había hablado sobre la barbarie de 2018 y 2019, y se repitió en 
2020 y a 2021 tiende a incrementarse. Es la línea de tiempo y muer-
te trazada por la declaratoria de guerra del capital a la realización 
de derechos humanos. El mercado fija las reglas, los inversionistas 



Manuel Humberto Restrepo Domínguez

262

globales han encontrado como gran aliada a la desigualdad por ellos 
mismos provocada y se alimentan de las debilidades de un territorio 
de la mente y de la geografía que quizá para muchos parezca asunto 
natural. Cultura de violencia, llaman erróneamente algunos, conven-
cidos de que la riqueza con sangre es sagrada, como destinada por 
los dioses para ser tomada por los mismos depredadores de la vida y 
sueños de un pueblo que no cesa de ser asesinado.

  En 2018, a raíz del regreso a prácticas reiteradas de barbarie, 
la ONU, en su informe de derechos humanos, insistió en que “El Go-
bierno elegido para el período 2018-2022 tendrá la responsabilidad 
histórica de continuar con la implementación del Acuerdo y de avan-
zar en la construcción de un país en paz y equitativo, donde toda la 
población tenga garantizado el pleno acceso a los derechos humanos” 
(p.5), y resaltó la enorme oportunidad para un presidente que en cam-
paña se había comprometido a firmar el Pacto Social por los Derechos 
Humanos, promovido por el ACNUDH, que reitera la obligación de 
proteger, respetar y garantizar los derechos humanos, impulsando la 
inclusión de la población, especialmente en las zonas más afectadas 
por el conflicto y la violencia y garantizando de una forma real el ejer-
cicio de sus derechos civiles.

Producto de la interlocución de la oficina del Alto Comisionado 
para Derechos humanos (ACNUDH) con la sociedad civil, realizó 1339 
misiones sobre el terreno en 2018, para impulsar la prevención de 
actos de violencia y reiterarle a toda la población, que solo el ple-
no acceso a derechos humanos y su realización son la base para una 
paz estable y duradera. La información recogida le permitió observar 
precariedad, pobreza, desigualdad y la espiral de violencia con escalo-
friantes cifras que en cualquier país civilizado y democrático reflejan 
una catástrofe.

Las cifras de ONU, a pesar de ser bajas respecto a otras fuentes, 
dejaron un retrato de horror, terror y poder, observable en 110 asesi-
natos de defensores de derechos humanos, de ellos, la cuarta parte de 
indígenas y afrocolombianos (ONU, Discriminación Racial en Colom-
bia, informe, 2009). Con lo que, aparte del dato, mostraban una ten-
dencia del sentido y los responsables de las agresiones que el Estado 
subestimó, al rediseñar hipótesis y líneas de investigación que desvia-
ron la identificación de los responsables, a quienes políticamente la 
gente común y las víctimas conocen y señalan.

El 93% de los asesinatos ocurrió en contextos regionales, con ori-
gen en causas estructurales de falta de acceso a derechos y justicia, y el 
60% de muertes se dio en ámbitos comunitarios, por liderar las denun-
cias de acciones militares criminales, reclamar verdad y clamar por la 
paz en deuda, que a 2019 acumula más de 8.5 millones de víctimas, a 
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las que hay que es preciso sumar de una vez dos millones más de jóve-
nes vulnerables y en condición de vecinos y víctimas ajenas, atraídas 
por la obsesiva intervención contra la soberanía extranjera.

También en 2018, la ONU le comunicó al gobierno su preocupa-
ción por algunos aspectos de la Ley 1922 (artículo 11-2), que contem-
pla disposiciones que impiden expresamente a la Jurisdicción Espe-
cial para la Paz investigar a los agentes del Estado, particularmente 
los miembros de la fuerza pública, en el sentido de describir la estruc-
tura y el funcionamiento de las organizaciones delictivas, sus patro-
nes y sus móviles. No remover este obstáculo a la paz y los derechos 
ha favorecido que a su sombra se fortalezcan los mecanismos de repe-
tición de la barbarie, con ejecuciones extrajudiciales y otros crímenes 
atroces que solo dejan la esperanza de que la CPI intervenga ante el 
incumplimiento del deber internacional del Estado de investigar, juz-
gar y sancionar graves violaciones a DDHH.

En el informe de 2019, la ONU vuelve sobre lo mismo, porque 
igual así ocurre en la realidad. El informe repite lo que la gente sabe, 
por ejemplo, que la falta de acceso a la justicia perpetúa los ciclos de 
impunidad y de violencia, que hubo privación arbitraria de la vida 
(asesinatos de civiles) por parte de miembros del ejército y la policía 
y que se incrementaron los homicidios a pesar del aumento de la pre-
sencia militar, es decir, a más militares, más muertes y más violencia. 
Resalta la alta tasa de homicidios de 25 por cada 100.000 habitantes 
(en los países de la OCDE es menor de 4); la ejecución de 34 masa-
cres (la cifra más alta desde 2014); el reagrupamiento de autodefensas 
(paramilitares) y posiblemente la renovación de estrategias de poder 
regional con participación de políticos, empresarios, militares, otros; 
las respuestas desproporcionadas de la policía (ESMAD) a las pro-
testas sociales encauzadas con mayor relevancia contra políticas del 
gobierno en materia pensional, laboral, educativa, tributaria, y ante 
la ausencia de acciones contra la corrupción y el cumplimiento de 
los acuerdos de paz. En general, el informe permite concluir que la 
barbarie continúa, se afianza y hay prácticas de poder orientadas a 
negarla y subestimarla, y eso es lo que le molesta al gobierno, porque 
lo deslegitima para hablar de democracia, desarrollo, sociedad de de-
rechos y país civilizado.

En síntesis, no hay mayores novedades, es decir, que el contexto 
socio-político y económico tiende a empeorar en materia de violencias 
e impunidades y nada escapa al ejercicio del poder del partido de go-
bierno y de los altos cargos y funcionarios, empeñados en hacerle creer 
a la población que lo urgente es estar preparados para la guerra, listos 
como soldados para enfrentar a algún enemigo que habrá de venir y 
prestos a combatirlo hasta el exterminio total, incluida su memoria.
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En el informe, el ACNUDH llama a las autoridades a cumplir es-
trictamente con las normas y la jurisprudencia internacional aplicable 
a los grupos criminales y a otros grupos violentos, lo que molesta al 
partido en el poder y a su líder natural, que no deja tiempo para pensar 
en las atrocidades, ni para crear conciencia que la época de miedos, 
persecuciones y odios están consumiendo la vida tranquila del país y 
volviendo a repetir los peores momentos de la primera década de este 
siglo XXI, regido por el violento silencio de la seguridad democrática.

  Al gobierno le molestan ese y todos los informes que no sean para 
adularlo, porque el partido en el poder se cree inescrutable y entiende 
que quizás, detrás de cada atrocidad, algo de su esencia, militancia y 
actuaciones lo compromete. Pero además no está dispuesto a ceder, ni 
a compartir el control que hoy tiene de los poderes públicos y en sus 
electorados del NO a la paz. El mal ejemplo del comportamiento y las 
conductas ultrajantes y nada diplomáticas del gobierno y del partido 
en el poder son un pésimo mensaje de intolerancia e irrespeto al mun-
do civilizado, que valora y reconoce a la ONU como el mecanismo que 
permitió cerrarle el paso al nazismo y devolverle un lugar a la digni-
dad arrebatada, y nadie sensato puede estar dispuesto a apoyar o per-
mitir que ningún Hitler, ni partido nazi gobierne otra vez, ni imponga 
odio y muerte, como lo pretenden los negacionistas que no cesan de 
atacar y despreciar la paz y los derechos. De 2020, se ha anunciado la 
participación directa de la policía en más de 86 asesinatos de perso-
nas, despertado igualmente el repudio nacional con la tortura pública 
y asesinato de un joven (J. Ordoñez) el 9 de septiembre, que terminó 
con otros trece jóvenes y más de 72 heridos con armas de fuego, y la 
más reciente intervención de la alta comisionada de Naciones Unidas 
para los derechos humanos, indicando que en 2020 se cometieron 72 
masacres y se han elevado las cifras de muerte, a la par que reclama 
por la intromisión del gobierno rompiendo la independencia de pode-
res, al exigir que los únicos datos con validez sean los que el mismo 
gobierno entregue, luego de hacer unidad entre poderes distintos (fis-
calía, ejecutivo, defensoría) limitando la autonomía e independencia 
de estos y sembrando un nuevo manto de duda sobre lo que realmente 
ocurre, al tiempo que se fortalece el acoso contra los mecanismos de 
justicia transicional de paz, como la comisión de la verdad y la JEP, 
que en febrero de 2021 ha señalado que las ejecuciones extrajudiciales 
(falsos positivos) son el triple de lo reportado y alcanzan la cifra de 
6402 asesinatos de inocentes a manos de uniformados, en desarrollo 
de una clara política de exterminio, con responsabilidad política del 
más alto nivel del Estado, y en la que se sintetizan las tragedias trata-
das de genocidio, tortura, impunidad en los territorios, horror a causa 
de la doctrina militar y violación sistemática de derechos humanos. 
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Son tiempos de protesta en América Latina. Desde los levanta-
mientos del otoño de 2019 hasta la actualidad, los pueblos de la 
región se están expresando en contra las políticas de ajuste 
neoliberal que, combinadas con la pandemia del Coronavirus, 
han golpeado duramente las condiciones materiales de vida de las 
mayorías sociales. El crecimiento de la desigualdad, la pobreza y 
la precarización es el producto de una estrategia regional extendi-
da a través de las instituciones �nancieras internacionales y de los 
grandes actores económicos que, junto con los gobiernos nacio-
nales, capturados o cómplices, expanden la llamada Lex Mercato-
ria a través de mecanismos que subvierten los cauces democráti-
cos para eludir la voluntad popular. 

Frente a la extensión de la construcción jurídica de este modelo 
autoritario neoliberal, la ciencia crítica señala igualmente que el 
Derecho debe ser (y ha sido en distintos momentos históricos) un 
instrumento estratégico de efectiva alteración de las prácticas 
reales vigentes, capaz de impulsar la construcción normativa de 
una sociedad más justa, democrática y comunitario-participativa. 

De la Introducción de Adoración Guamán y Carol Proner
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